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La Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada por la Asamblea de
Naciones Unidas en 1948, junto con los dos tratados internacionales que la respaldan
(el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el
Pacto internacional de los Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), ambos adoptados en
1966), constituyen un marco legal internacional que protege los derechos humanos.
En concreto, el PIDESC, que engloba los derechos vinculados a las condiciones de vida
socioeconómicas de las personas (derecho a la educación, a la salud, a la alimentación,
a la vivienda, al trabajo, a un medioambiente sano, a la cultura…) reconoce el derecho a
la vida y el derecho a disfrutar de un nivel de vida adecuado. Es precisamente de estos
conceptos de los que emanan los Derechos Humanos al Agua y al Saneamiento
(DHAS).

Los más de 170 Estados Parte del PIDESC se comprometen a reconocer, trasladar a su
propia legislación nacional y aplicar progresivamente estos derechos asumiéndolos
como legalmente vinculantes.

El Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC), establecido
en 1985, es el órgano intergubernamental dentro del sistema de Naciones Unidas
encargado de supervisar el cumplimiento de estos derechos humanos por parte de los
Estados parte y dar recomendaciones y orientaciones sobre su cumplimiento. Para ello,
entre otros medios, elabora las Observaciones Generales, en las que se concreta el
contenido de cada derecho, definiendo las categorías o criterios normativos que lo
componen.

Estas categorías son específicas para cada derecho, aunque, en general, hacen
referencia a la accesibilidad material y geográfica del derecho, la disponibilidad de la
infraestructura o el servicio, la asequibilidad económica, el modo en el que se garantiza
ese derecho y la aceptabilidad, asociada a las necesidades, intereses y expectativas
sociales y culturales de las personas y poblaciones.

En el caso del derecho humano al agua, estas categorías aparecen descritas en la
Observación General Nº15 y son la accesibilidad, la disponibilidad, la calidad, la
asequibilidad y la aceptabilidad. En el caso del derecho humano al saneamiento y la
higiene son la accesibilidad, la disponibilidad, la seguridad, la asequibilidad y la
aceptabilidad.
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LOS DHAS COMO PARTE DEL MARCO
LEGAL INTERNACIONAL1.
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UNIVERSALIDAD
Los derechos humanos son inherentes

a todas las personas, en cualquier
lugar del mundo.

PRINCIPIOS TRANSVERSALES DE LOS
DERECHOS HUMANOS2.

Para garantizar el disfrute pleno de los derechos humanos, Naciones Unidas establece
un conjunto de principios fundamentales que son comunes a todos los Derechos
Sociales, Económicos y Culturales y que son esenciales para entender su alcance:

NO DISCRIMINACIÓN E IGUADAD
Todos los seres humanos tienen los mismos derechos y no puede

limitarse su disfrute por causa de nacionalidad, lugar de residencia,
sexo, origen nacional o étnico, religión, lengua o cualquier otra

condición

INDIVISIBILIDAD
Todos los derechos tienen el

mismo rango y no cabe
dividirlos en categorías que
prioricen unos sobre otros.

INTERDEPENDENCIA O INTERRELACIÓN

La realización de un derecho depende del
reconocimiento y la materialización de otros

derechos y, por tanto, el avance de unos facilita el
avance de los demás y la privación de un derecho

afecta negativamente a los demás.

PARTICIPACIÓN
La participación,

libre y significativa
es indispensable

para que se
garanticen los

derechos humanos.

ACCESO A LA INFORMACIÓN

Resulta imprescindible que las
personas accedan en forma y tiempo a

la información para posibilitar su
participación en la toma de decisiones

relacionadas con el disfrute de sus
derechos humanos.

RESPONSABIIDAD,
TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN

DE CUENTAS
Son condiciones necesarias en las

relaciones entre los poderes públicos y
la ciudadanía.

SOSTENIBILIDAD

El disfrute de cualquier
derecho debe hacerse

efectivo de forma
sostenible y sin limitar su

disfrute a futuras
generaciones.

En base a estos PRINCIPIOS TRANSVERSALES, la realización plena de los derechos
humanos requiere de una visión global de la realidad, que trascienda lo puramente
sectorial y que permita entender y analizar las causas que limitan o impiden el disfrute
de un derecho de manera amplia.
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El Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce que la plena
realización de estos derechos, a diferencia de lo que ocurre con los Derechos Civiles y
Políticos (DCP) (como el derecho de acceso a la justicia, a la libertad personal, al voto, a
la libertad de expresión, entre otros), requiere de tiempo y de recursos que no siempre
están disponibles. Por eso, los Estados están obligados a garantizar su disfrute de
forma progresiva, avanzando hacia ese objetivo con la máxima celeridad y eficiencia.
Para ello, debe destinar el máximo de los recursos disponibles, entendiendo como
recursos, no solo financieros, sino cualquier otro a disposición de los Estados, como las
capacidades, los recursos naturales, tecnológicos, institucionales y de información.

A pesar de esta consideración de progresividad, los Estados tienen algunas
obligaciones que sí se consideran inmediatas, como son que ninguna decisión que
tome discrimine a un colectivo frente a otro (no discriminación) o la obligación de
aprobar políticas públicas y planes que aclaren cómo y cuándo se van a llevar a cabo
las acciones necesarias para avanzar hacia el acceso universal y el pleno cumplimiento
de los DHAS. 

Así, cuando un Estado tenga la capacidad de asegurar el disfrute de los derechos
humanos, está obligado a hacerlo. Y, de igual manera, un retroceso en los niveles de
disfrute de cualquier derecho humano en un país debe ser justificado suficientemente
para no considerarse una violación.

Para evitar retrocesos en los niveles de disfrute de los DHAS, es fundamental que los
Estados desempeñen un papel activo, tomando medidas para asegurar la
sostenibilidad de infraestructuras y servicios de agua y saneamiento y prevenir
posibles riesgos presentes o futuros, como pueden ser los derivados del cambio
climático.

Las medidas de realización progresiva que son obligación de los Estados para
garantizar el cumplimiento de los derechos humanos son:

Avanzar hacia el acceso universal, tratando de llegar a todas las personas sin
excepciones

Avanzar hacia la mejora de los niveles de servicio, de manera que se cumplan
plenamente todas las normas que establecen las categorías y principios de los
derechos humanos

LA REALIZACIÓN PROGRESIVA DE LOS
DERECHOS HUMANOS3.
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Si bien los Estados deben avanzar en ambas líneas en paralelo, la primera de ellas
implica cubrir las necesidades más urgentes ofreciendo, al menos, un acceso básico a
todas las personas. La priorización de la reducción de las brechas de desigualdad en el
acceso está directamente vinculada con la idea de no dejar a nadie atrás que promulga
la Agenda 2030 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas. A la
hora de establecer prioridades de acción e inversión, el marco de los derechos
humanos orienta en el sentido de centrarse en las personas y los grupos más
desfavorecidos, con el fin de conseguir la igualdad y poner fin a las discriminaciones
que hayan podido darse en el pasado.

Esta priorización debe reflejarse
en la Planificación Sectorial, el
instrumento que permite
materializar el compromiso con el
avance progresivo de un país, tanto
en el corto como en el medio y en
el largo plazo, estableciendo
metas concretas y plazos y
presupuestos para alcanzarlas.
Esta planificación no tiene que
seguir un orden de aplicación
preestablecido, ya que los Estados
pueden adoptar un enfoque
contextual e integral, para que,

a medida que se aumenta la cobertura de obligaciones básicas mínimas en el
disfrute de los DHAS en la población, se trabaje por mejorar simultáneamente los
servicios prestados a algunos.

Hay que tener en cuenta que la igualdad no significa que los Estados deban tratar
a todas las personas de la misma forma, ya que, tratando del mismo modo a
personas que no son iguales, se acentúan sus desventajas. Esta realidad justifica
la adopción de medidas provisionales o positivas que prioricen a las personas
más desfavorecidas para abordar las situaciones más urgentes y alarmantes,
como un medio para lograr la igualdad.

Habitualmente, la brecha de desigualdad no se limita únicamente al acceso a los
servicios, ya que también se produce en otros ámbitos de los derechos humanos,
como en la participación en la toma de decisiones o en el acceso a la información.
Para eliminar estas brechas, se requiere de medidas estructurales que aborden
las causas que dificultan la participación de las personas y/o colectivos
tradicionalmente discriminados en la toma de decisiones o en la formulación de
políticas que afectan al disfrute de sus derechos.
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La actual Agenda 2030 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) es un ejemplo
de cómo los Estados han situado los compromisos en materia de derechos humanos en
el centro de las prioridades internacionales. En el preámbulo de la Agenda, los Estados
Miembros de las Naciones Unidas renovaron explícitamente su compromiso con la
promoción y la protección de los derechos humanos.

Esta vinculación estrecha entre los derechos humanos y el desarrollo sostenible surge
ya en 2003, cuando la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de
Naciones Unidas enuncia el Enfoque Basado en los Derechos Humanos (EbDH) con el
objetivo de integrar plenamente los derechos humanos en toda la amplitud de
actividades de la ONU.

Se trata de un marco conceptual y metodológico para abordar el desarrollo humano
basándose en las normas internacionales de derechos humanos. En esencia, este
enfoque reconoce la pobreza como un limitante directo para el disfrute de los
derechos humanos y su eliminación resulta un requisito ineludible. Los derechos
humanos pasan a ser considerados el fundamento esencial para conseguir la paz, la
seguridad, la prosperidad económica y la equidad social.

La novedad de este enfoque radica en plantear la pobreza como consecuencia de una
vulneración de derechos y no como una falta de recursos o competencias. 

Así, la pobreza debe entenderse como una realidad compleja estrechamente vinculada
a la falta de educación, de acceso a servicios básicos, de salud, de vivienda, de un
medioambiente saludable, de trabajo y de oportunidades para una vida digna, así como
a la marginación y la desigualdad derivadas de las relaciones de poder. En particular, la
discriminación que sufren históricamente las mujeres y las niñas en muchas
comunidades y culturas afecta de forma desproporcionada al nivel de pobreza en el
que viven.

EL ENFOQUE BASADO EN LOS DERECHOS
HUMANOS4.

Para poder verificar la realización progresiva de los DHAS, deben establecerse
procedimientos  y salvaguardas para que los Estados puedan rendir cuentas y verificar
que utilizan efectivamente el máximo de los recursos disponibles.
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Por todo ello, las acciones para erradicar la pobreza no pueden dirigirse únicamente a
cubrir las necesidades inmediatas, sino a atajar las causas que la producen, a propiciar
entornos favorables, a apoyar a las personas a conseguir las condiciones necesarias
para poder exigir y ejercer sus derechos y fortalecer las capacidades de los gobiernos
en todos sus niveles de descentralización para cumplir con sus obligaciones en
materia de derechos humanos.

El Enfoque Basado en Derechos Humanos se fundamenta en reconocer a todas las
personas como TITULARES DE DERECHOS, sin distinción de edad, orientación sexual,
origen étnico, filiación religiosa, estatus migratorio, nivel económico, lugar de
residencia o cualquier otra condición. Con ello, las personas dejan de ser sujetos de
necesidades para convertirse en titulares de unos derechos que pueden reclamar. Por
tanto, la toma de conciencia del alcance que supone este reconocimiento y el
fortalecimiento de sus capacidades para exigir individual o colectivamente sus
derechos se convierten en elementos clave de los procesos de cambio para garantizar
los derechos humanos
.
No obstante, este enfoque reconoce que las personas también tienen
responsabilidades en el ejercicio de sus propios derechos y en los de los demás, y que
deben asumirlas siempre que esto sea posible. Por ello, deben tomar conciencia de la
importancia de, entre otras cosas, hacer un uso correcto y proporcionado del agua, del
cuidado de las infraestructuras o del pago por los servicios, para contribuir a que estos
se extiendan a toda la población con la calidad que exigen los estándares de derechos
humanos. 

Por su parte, el Estado, en su condición de firmante de los Tratados Internacionales de
Derechos Humanos, pasa a ser el TITULAR DE OBLIGACIONES. De esta manera, recae
sobre los Estados la obligación de respetar, proteger y hacer efectivos todos los
derechos humanos.

En ocasiones, hacer posible que se disfrute de un derecho también depende de otros
actores no estatales: familias, docentes, operadores de servicios, empresas del sector
privado, organizaciones sociales, organismos de cooperación internacional, líderes
religiosos, representantes de la comunidad y cualquier otro agente, a los que se les
podría denominar como TITULARES DE RESPONSABILIDADES. 

Aunque la obligación primera de garantizar los derechos humanos no se puede delegar
en ninguno de ellos y siempre recae sobre el Estado, estos agentes asumen
compromisos a fin de proteger, respetar y remediar en su caso, con la debida
diligencia, los derechos humanos de terceros. En estos casos, el Estado está obligado
a elaborar las normas que deben cumplir estos actores y poner en marcha organismos
de supervisión y control, para asegurarse de que el derecho se garantice plenamente.
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La puesta en práctica de este enfoque en un país implica la incorporación de los
principios y las normas del sistema internacional de los derechos humanos en el marco
jurídico nacional. En el caso de los DHAS, en algunos países, este reconocimiento se ha
dado a nivel constitucional, lo que supone el máximo nivel de reconocimiento en un
Estado. Además de las leyes nacionales, el contenido normativo de los DHAS debe
incorporarse íntegramente en las políticas públicas, en su planificación sectorial, en la
regulación de la prestación de los servicios y en el desarrollo de instituciones que
faciliten su cumplimiento. Además, estas normas deben ser tomadas como referencia
para el diseño de proyectos y asistencias técnicas sí como en los sistemas de
seguimiento que permitan vigilar si efectivamente se avanza de forma progresiva hacia
su consecución. 

Además, la adopción de un Enfoque basado en Derechos Humanos debe acompañarse
del desarrollo de recursos judiciales y extrajudiciales y procedimientos específicos que
permitan a las personas reclamar sus derechos (lo que se conoce como exigibilidad)
ante una vulneración tanto de actores estatales como no estatales, y recibir una
restitución acorde.

Esta distribución de roles que establece el marco de los derechos humanos implica
un cambio fundamental en las relaciones de poder. Por un lado, los titulares de
derechos tienen la capacidad de exigir a los titulares de obligaciones que creen las
condiciones necesarias para que puedan ejercer sus derechos. Por otro, implica que
los Estados deben abstenerse de interferir en el disfrute de los derechos humanos
o de limitarlos y que están obligados a protegerlos, impidiendo que se produzcan
abusos o violaciones contra individuos concretos o grupos.


